UNIFORMIDAD Y VARIEDAD EN LA REGULACION
DEL MUNICIPIO

JoagquiM FERRET 1 JACAS

I. Las BASES HISTORICAS DEL UNIFORMISMO

El uniformismo que ha caracterizado a los entes locales espafioles, hasta
Ia fecha con contadas excepciones, es fruto de nuestra historia. Procede en
primer lugar, y de forma directa, de las caracteristicas politico-constitucionales
del régimen anterior. Asf lo puso de manifiesto Nieto:

«Que el régimen espariol sea uniforme, no es resultado de un azar
o de un capricho personal, sino consecuencia inevitable de lo que se ha
visto en el proceso histérico. Mientras los municipios v las provincias
sean instrumentos o canales a través de los cuales el Poder Central trans-
mite al cuerpo de la Naci6n sus inspiraciones politicas, es obvio que tales
instrumentos han de organizarse conforme a un sistema unitario que
facilite la transmisién eficaz de las érdenes de arriba abajo y, sobre todo,
que impida la formacién de niclecs de resistencia apoyados en peculia-
ridades locales.» '

Estas afirmaciones plenamente aplicables a la situacién predemocritica
reflejan una situacién que puede considerarse la causa principal de nuestro
presente. Pero serfa erréneo ligar exclusivamente uniformismo con régimen
autoritario. Como se desprende de la propia cita realizada, las causas hist6-
ricas del uniformismo anteceden la instauracién en Espafia de un sistema poli-
tico autoritario. No es ello de extrafiar si tenemos en cuenta que el uniformis-
mo es hijo de la revolucién liberal. El liberalismo, al eliminar los privilegios,
prescinde también de los de las villas y ciudades.

E! Antiguo Régimen estaba presidido en su organizacién territorial por
criterios de una diversidad radical. Cada lugar era una encrucijada de derechos
sefioriales, privilegios reales y tradiciones locales. Se produce una tensién dere-
cho local-derecho real que es una tensién entre ordenamientos.

La tensién derecho local-derecho real precede al fenémeno generalizado
de la urbanizacién. El propio preimbulo de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
reguladora de las Bases de Régimen Local, alude al nacimiento del régimen
municipal con encendido tono roméntico:

1. A. Nieto: «La organizacién local vigente, uniformismo y variedad», en 8. Martin-Re.
tortillo y otros: «Descentralizacién administrativa y organizacién politicar, vol, I, Madrid, 1973,
p. 25.
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«Es menester recordar la anterior exclusividad de la vida agraria,
controlada por entero por sectores sefioriales cuya prepotencia se tradujo
en el establecimiento y generalizacién de las relaciones de servidumbre.
En ese contexto sefiorial, el renacimiento de las ciudades y su organiza-
cién en Municipios posibilita el disfrute de libertades hasta entonces
inasequibles; permite redimirse de los “malos usos” y de la opresién
sehorial, asf como adquirir un Estatuto juridico liberador de Jas pasadas
y pesadas restricciones. No le faltaban motivos al hombre medieval para
pregonar que “el aire de la ciudad hace libre”. Si el seforio es el arque-
tipo de la sujecién personal, el Municipio es el reducto de las libertades.
En verdad, los Municipios son enclaves liberadores en medio del océano
seiiorial de payeses, solariegos, etcétera, sometidos a servidumbre.»

El municipio nace como un reducto frente al universo rural-sefiorial.
Cada municipio, ademds, es fruto de su propia peripecia histérica y la inci-
dencia en el mismo del poder real o sefiorial es distinta, como lo son también
sus férmulas de autogobierno. La idea cartesiana de cuadricular el territorio
del Estado en municipios es puro racionalismo liberal; como lo es el dotarlos
de un régimen juridico idéntico.,

De lo dicho se sigue que la variedad no implica necesariamente libertad.
La encendida reivindicacidn de las particularidades locales en muchos momen-
tos histéricos ha ido ligada m4s a una defensa del tradicionalismo antiliberal,
que a una lucha por la profundizacién democritica. Pero, a la vez, la necesi-
dad de la dimensién local en la construccién del gobierno representativo obli-
gard al liberalismo a tener en cuenta las formas de democracia local. El dogma
de la unicidad de la voluntad general se obviard con la contraposicién entre
affaires particuliéres de los municipios e interés comin de la nacién,? y se dard
nacimiento 2 la doctrina del «powvosr municipal», como algo cualitativamente
distinto de los poderes absolutos de la nacién. Estos asuntos propios se reve-
larén, con el tiempo, de imposible limitacién. Ademds, sera imposible conce-
birlos unitariamente para toda suerte de municipios. La variedad rechazada
como hija de privilegios tradicionales se postulard como necesaria para la rea-
lidad y la eficacia de la democracia local.

El municipio liberal que no es fruto de la historia debe resolver el pri-
mer problema que es el de su creacién y niimero. ¢De quién se predica el
«pouvoir municipal»? ¢Qué colectivos son relevantes a efectos de determinar
el nicleo de intereses que le sirve de sustento?

El art. 310 de la Constirucién de Cddiz establecia: «Se pondrd Ayun-
tamiento en los pueblos que no lo tengan y en que convenga que lo haya...».
El minimo poblacional para el establecimiento de un Ayuntamiento va varian-
do de una legislacién a otra. Y la universalizacién de la organizacién muni-
cipal no significa que cada micleo de poblacién sea un municipio, a pesar de
las palabras del Discurso Preliminar de la propia Constitucién gaditana,

2. Vid, E. Garcia de Enterria: «Turgot y los origenes del municipalismo modernos, en
RAP, 1960, ndm. 23, p. 105,
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«...generalizados los Ayuntamientos en toda la extensién de la Monar-
quia bajo reglas fijas y uniformes, en que sitva de base principal la libre
eleccién de los pueblos, se dard a esta saludable institucién toda la per-
feccién que pueda desearse. ‘

A partir de aqui nace la perplejidad entre el derecho de los pueblos a
tener Ayuntamiento y la «creacién» del pueblo por el Ayuntamiento.’ De
hecho se acepta una realidad, pero se incide en ella modificdndola. De aqui
nacer4 una lucha entre concepciones funcionalistas y tradicionalistas.

II. LA EVOLUCION DOCTRINAL DE LA AUTONOMIA LOCAL

Si la unidad de la voluntad general habfa constituido un obstéculo teérico
a la pervivencia de las colectividades locales como expresién de una sociedad
politica, las concepciones iusadministrativistas vendrian a afiadir nuevas dificul-
tades. Las Administraciones publicas pasaban a ser un sistema de personas
juridico-piiblicas. De entre éstas se destacaba la Administracién del Estado. To-
das las demas debian ser consideradas administracién indirecta del Estado.

Garcia de Enterria nos recuerda que en el siglo x1x el Derecho francés
no conocia otro tipo de ente publico que los «établissements publics» y que
la ley creadora de las regiones francesas de 5 de julio de 1972 las calificé como
tales y asf fueron consideradas hasta la Ley de 2 de mayo de 1982f

Si el ejemplo aludido puede ser muestra del centralismo francés tradi-
cional, no cabe concluir lo mismo de la evolucién doctrinal alemana e italiana.
La doctrina alemana acufié el concepto de administracién mediata. Esta es la
definicién que nos da Fosthoff de la misma:

«Administracién estatal mediata es la Administracién de funciones
estatales no realizada por los érganos estatales directos, sino por otros,
auténomos, es decir, organos con capacidad de Derecho. Es Adminis-
tracién descentralizada...» ®

En el caso alemén esta concepcién no ha impedido un reparto del poder po-
litico entre diferentes instancias territoriales. Pero, en cualquier caso, supone
en el plano teérico una reduccién de unas colectividades vivas a un estatalismo
racionalista y uniformador. Y significa, sin confunditlas por supuesto con los
entes instrumentales, adoptar un criterio de instrumentalidad para las decisio-
nes en torno al binomio centralizacién-descentralizacién, lo que puede signi-
ficar la reduccién de la sociedad civil a una articulacién administrativa,

Si para Lorenz von Stein la administracién auténoma estaba a medio
camino entre la Administracién estatal y las asociaciones libres,’ el camino ya
habia sido recorrido por Forsthoff, para quien: «apenas queda espacio para

3. Vid. L. Morell Ocafia: «La Administracién local», Madrid, 1984, pp. 18 y ss. y
39 y ss.

4. Curso de Derecho Administrative, vol. I, Madrid, 1983, p. 364.

5. Tratado de Derecho Administrativo, Madrid, 1958, p. 599.

6. Forsthoff, op. cit., p. 601.
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el reconocimiento de un dmbito funcional cualitativamente propio y diferen-
ciado del Estado».’

Y es esta imposibilidad de diferenciacién entre asuntos propios del Estado
y de los entes locales es la que llevard a la doctrina italiana a la concepcién del
Municipio como ente autdrquico. La elaboracién de la teoria se remonta a
Santi Romano. Afirmada la unidad de la personalidad juridica de los Muni-
cipios y su cardcter publico,' se superaba la distincién entre funciones propias
y delegadas, que subsiste en nuestro derecho vigente. Se caracterizaba al
Municipio por la autarquia, concebida como «una capacita sui generis, che de-
riva della rinuncia dello stato dall’esercizio di un’attivita, che pur rientrerebbe
nella naturale sua sfera di funzioni, a vantaggio di enti che impersonano e
considerano come di proprio interesse Pattivith medesima».® Se establecfa as{
una igualdad entre intereses y poderes. Unos y otros tenian cardcter publico,
pero como piiblico se identificaba con estatal, era forzoso concluir que la ad-
ministracién autdrquica no sélo era objecto de la administracién estatal que la
controlaba, sino que era ella misma, en cierto sentido, administracién estatal.®

La concepcién de la autarquia como capacidad de gestién de intereses es-
tatales fue universalmente seguida por la doctrina iraliana." Pero la doctrina
tenia su punto débil en el cardcter més socioldgico que jurfdico de la determi-
nacién de intereses,” De este modo se acentué el aspecto mds formalista en
la ecuacién poder-interés, y se puso el acento més en los efectos juridicos que
en los intereses. La autarquia pasaba a ser la «capacita, di alcuni enti pubblici,
di amministrare i propri interessi e svolgendo, quando occore, una attivitd
avente gli stessi caratteri e la stessa efficacia giuridica dell’attivitd amministra-
tiva dello stato».”

Esta atencién prevalente al aspecto formal llevé a la reduccién de los
entes locales a entes autdrquicos, dejando de lado que si bien los entes locales
son entes publicos porque el ordenamiento juridico les da potestades publicas,
estas potestades les son otorgadas por lo que son en la realidad social y
politica.

Administracién indirecta, administracién mediata, entes autdrquicos son
conceptos que postulan una relacién con la Administracién estaral como ente
matriz. Las competencias de los demds entes son competencias descentraliza-

7. Id, id, p. 605. Camo dice R. Martin Mateo: «Al cardicter puramente personal y aso-
ciativo que al Municipio achacaban las construcciones tedrico-juridicas de principios del pasade
siglo sucede una comprensién institucional de €ste, que posibilita, no ya su adhesién al Estado,
sino su plena integracién en él como parte de su medista administracidne, «El Municipio y el
Estado en el derecho alemdn», Madrid, 1965, p. 148,

8. Santi Romano: «I! Comune», en «Primo Trattano» de Orlando, vol. II, parte I,
Mildn, 1900, p. 569.

9. Id, id., p. 577.

10. Id, id., p. 594. Hay que destacar de todas formas que, para Santi Romano, el «im-
periumy del Municipio procede del Derecho objetivo del Estado. Se trata, por tanto, de una
relacién con el Estado-ordenamiento y no con el Estado-persona. Cfr,, p. 542.

11. Vid. Cassesse, voz «Aurarchia», en «Enciclopedia del diritton, vol, TV, Milén, 1959,
pp. 326-:327 y autores ivi cif.

12, 1d, id, p. 327.
13, Zanobini: «Corso di diritto amministrativos, vol. I, Mildn, 1958, p. 125.
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das. Los entes descentralizados deben someterse a la tutela de la Administra-
cién del Estado.

La visidn de las colectividades locales desde su simple personificacién
juridico-piblica lleva a una relacién entre ente mayor y entes menores. La pre-
tendida separacién de las competencias, trasunto de la ininterpenetrabilidad de
los solidos, mds que a una afirmacién del sector exclusivo de competencia lo-
cal, conduce a un reforzamiento de los mecanismos de tutela.

En la perspectiva autdrquico-descentralizadora la organizacién debe seguir
pautas uniformes de acuerdo con las competencias que se otorgan. Se impone,
por tanto, un completo uniformismo o una tipologia que comprende grupos
uniformes determinados desde la simetria de la pirdmide de personas juridico-
publicas.

Las elaboraciones doctrinales cldsicas en relacién a la administracién local
han sido un elemento tendencialmente uniformizador. Sin querer exagerar su
importancia al respecto, no cabe duda de que han jugado en favor de una ar-
quitectura geométrica de entes piiblicos.

Los obstéculos de la doctrina clasica pueden superarse con un enfoque de
las relaciones entre administracién estatal y administraciones locales, como re-
laciones entre ordenamientos. Como ya hace unos afios sefialé Berti, no existen
ordenamientos o entes que no estén necesariamente ligados al ordenamiento
estatal, pero en cambio es inexacto ligar el criterio de publicidad a una relacién
necesaria con la persona del Estado." La personalidad del municipio es publica
porque constituye el momento de la imputacion del subyacente ordenamiento
publico, siendo la publicidad de la personalidad un mero reflejo de la publici-
dad del ordenamiento.

El planteamiento es sugestivo y puede contribuir a superar visiones que
no tienen suficientemente en cuenta la realidad social viva subyacente en los
entes locales. Ciertamente es susceptible de critica por avanzarse al ordena-
miento vigente construido en base a los conceptos de la teoria cldsica. Pero tal
supuesto apartamiento del derecho vigente no es sino la normal tensién entre
doctrina y legislacién, en que aquélla, para explicar ésta, debe realizar nuevas
elaboraciones conceptuales aiin no recogidas en las normas legales. Debe acep-
tarse al menos como hipdtesis de trabajo la teoria de los ordenamientos juridi-
cos aplicada a los entes locales, La justificacién de la misma vendrd en su caso
dada pot su virtualidad para dar cumplida explicacién de los fendmenos juri-
dicos.”® La fecundidad de la misma puede esperarse si se tiene en cuenta que
la diferencia entre Estado y entes tesritoriales es antes histérica que juridica,”
que los ordenamicntos preceden sus entes exponenciales ' y que la evolucién
legislativa lleva a la desaparicién del «ente maggiore».”

14. «Caratteri dell’amministrazione comunale e provincinle», Padua, 1969, pp. 18 y ss.
y passim,

15. Vid. Giannini: «Gli elementi degl ordinamen: giuridicin, en Rivista Trimestrale
di Diritto Pubblico, 1958, pp. 221 ¥ s.

16. Berti, op. cit., p. 12.

17. Giaanini, op. cit., p. 228,

18. Aldo Bardusco: «Lo Stato Regionale Italianos, Mildn, 1980, p. 34 y passim.
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Si la ciudad se transforma de realidad fisica en sistema de relaciones, si
las competencias devienen participacién en procedimientos, si los entes locales
se encuentran en un Estado compuesto, no es aventurado afirmar que nos
encontramos en un contexto adecuado para la consideracién del municipio
como ordenamiento.” Con ello se abre una puerta a la diversidad en el régi-
men municipal.

III. LA PERSPECTIVA DEMOCRATICA

Serfa ingenuo pensar que las férmulas organizativas adoptadas para la Ad-
ministracién local son fruto de los intrincados vericuetos por los que discurre
la doctrina juridica. Las aportaciones doctrinales no son mds que un elemento
cultural de indudable incidencia, pero que en modo alguno pueden conside-
rarse decisivas.

La opcién por unas férmulas u otras ha venido marcada por objetivos
politicos.® Sin embargo, no puede decirse que el predominio de criterios de
uniformidad o de variedad vaya unido a una ideologfa determinada. Asi, en
nuestra tradicién histérica reciente, la afirmacién del municipio como entidad
natural, que por su cardcter tradicionalista puede parecer que habfa de llevar
a una pervivencia de las diferencias histéricas, ha coexistido con una normativa
claramente uniformista. Y aun sin llegar a su implantacién en la prictica, fue
en el contexto de los Planes de Desarrollo donde se intenté una tipologfa de
los municipios-entes naturales, pero en clave funcionalista.

De lo dicho no cabe deducir tampoco que las f6rmulas organizativas més
pluralistas estén necesariamente ligadas al romanticismo conservador, ni al
funcionalismo tecnocratico. La variedad puede responder a un designio demo-
crético. La diversidad no es consecuencia entonces de privilegios, ni de finali-
dades asignadas desde fuera, sino consecuencia de las diferencias reales de
agruparse en colectividades y de tomar conciencia de ellas. Acertar en la arti-
culacién de poderes y 4mbitos es contribuir al fortalecimiento de la democracia
que, como ha sefialado Parejo, es uno de los fines institucionales implicitos de
la Administracién publica.?

En la configuracién de los entes locales no puede despreciarse el senti-
miento de comunidad, pues la colectividad local es escuela de ciudadania, en
ella se da en grado méximo el vinculo de solidaridad y constituye una instancia
imprescindible de expresidn de intereses. Pero tampoco se pueden crear estruc-

19. En favor de la explicacién de la relacién Comumdades Auténomas-entes locales como
«articulacién de ordenamientos jurfdicos», se pronuncia José Luis Meildn, «la articulacién de
los ordenamientos local y sutonémicos, en «Organizacién territorial del Estado (Administra-
cién Local)», Madrid, 1985, vol. ITI, p. 2084. Por la superacién de los excesos de ung visién
personalista del Estado se manifiesta Luciano Parejo, «Las relaciones interadministrativas en el
régimen locals, en «Organizacién territorial...», cit., vol. 1, pp. 163 y s.

20. Ya en 1892 V. E. Orlando explicaba el self-government britfnico en funcidn de las
condiciones sociales ¢ histéricas, basindolo en las caracteristicas de las Elites locales, «Princi-
pios de Derecho Administrativo», Madrid, 1978, p. 16.

21. Op. cit, p. 168.




ESTUDIOS 69

turas no funcionales. Se ha de reconocer la conciencia de colectividad donde
1a haya y atribuir a dicha instancia territorial aquellas funciones que es capaz
de desempenar. Ello comporta necesariamente diferencias organizativas y com-
petenciales. La diversidad de capacidad de gestién puede compensarse me-
diante la potenciacién de las formas de colaboracién y participacién. Pero en
cualquier caso no debe olvidarse que la igualdad que la Constitucién proclama
debe poder predicarse de los individuos, pero no necesariamente de las colec-
tividades en que se integran. Las colectividades deben articularse de forma
diferente para conseguir la igualdad en la libertad de todos los ciudadanos.

IV. LA PERSPECTIVA DESDE EL ESTADO DE LAS AUTONOM{AS:
LA LEY 7/1985

La mera existencia de un Estado compuesto con pluralidad de centros
legislativos implica una mayor diversidad en la regulacién de las entidades lo-
cales. La pluralidad de legisladores favorece también un salto cualitativo en
lo que respecta a la garantfa de la autonomia local. El deber de preguntarse
qué ley es la competente para regular un aspecto u otro del régimen local con-
tribuye a poner en claro que el legislador tiene limites al regularlo a pesar de
tratarse de administraciones publicas sometidas a la Ley.? Y estos limites sig-
nifican una garantia de la autonomia local, que en mayor o menor medida ha
de comportar unas potestades de autoorganizacién 'y, por consiguiente, la in-
troduccién de elementos diferenciales en las férmulas organizativas locales.

Nuestra Constitucién reserva al Estado el establecimiento de las bases del
régimen juridico de las Administraciones pablicas (art. 149.1.18), pero todo
lo que exceda del mismo permite que los Estatutos lo atribuyan a las respecti-
vas Comunidades Auténomas (art. 149.3).

Independientemente del reparto competencial, la Constitucién ha garan-
tizado la autonomia local, estableciendo para la misma una auténtica «garantia
institucional» que la preserva ante el legislador ordinario. La introduccidn en
la doctrina de la «garantia institucional» como mecanismo de proteccién de la
autonomia local es debida principalmente a Parejo.® El Tribunal Constitucional
se hizo eco de la misma en la Sentencia de 28 de julio de 1981. La Ley de Ba-
ses de Régimen Local de 2 de abril de 1985 ha significado su pleno acogimien-
to en nuestra legislacion.

La «garantia institucional» debiera constituir un limite frente a cualquier
legislador ordinario. La violacién de la misma constituye una infraccién mate-
rial de la Constitucién, pero no parece en principio que debiera tener inciden-
cia alguna en el reparto de competencias. Sin embargo, el Tribunal Constitu-

22, «La autonomia asi precisada, no obstante su inequivoca sustancia politica, agota su
capacidad en la esfera de lo administrativo, por lo que su marco viene definido enteramente
por la Ley ordinaria», Parejo, op. cit., p. 191

23. En su obta «Garantia institucional y autonomias locales», Madrid, 1981. Vid. tam-
bién A. Embid, «Autonomia local y Constitucidn, Aproximacién al concepto y significado de la
declaracién constitucional de autonomia oca», en RED.A., ndm. 30, 1981, pp. 437 y ss.
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cional ya en la sentencia citada conecté ambos aspectos, con lo que la «garantia
institucional»> pasé de ser limite negativo para cualquier legislador estatal o
autondmico a ser criterio de atribucién de competencias al legislador estatal:

«Como titulares de un derecho a la autonomia constitucionalmente
garantizada, las comunidades locales no pueden ser dejadas en lo que
toca a la definicién de sus competencias y la configuracién de sus Srga-
nos de gobierno 2 la interpretacién que cada Comunidad Auténoma pue-
da hacer de ese derecho, tanto mds cuanto que el mismo no va acom-
pafiado, como en otros ordenamientos sucede, de un derecho de caricter
reaccional que, eventualmente, les abra una via ante la jurisdiccién cons-
titucional frente a normas con rango de ley.

»La garantia constitucional es de cardcter general y configuradora
de un modelo de Estado y ello conduce, como consecuencia obligada, a
entender que corresponde al mismo la fijacién de principios o critetios
bisicos en materia de organizacién y competencia de general aplicacién
en todo el Estado.»

Con este razonamiento el Tribunal Constitucional hacfa coincidir compe-
tencias estatales, ex articulo 149.1.18 de la Constitucidn, y garantia institucio-
nal. Y con criterio discutible incluia en el 149.1.18 no sélo la organizacién
local «strictu sensu», sino la atribucién de competencias.®

La Ley 7/85 ha consagrado esta orientacién y ha ido atn mds lejos. Ya

en su Predmbulo proclama ser la norma de desarrollo de la «garantfa institu-
cional»:

«En primer término, que esa norma desarrolla la garantia constitu-
cional de la autonomia local, funcién ordinamental que, al estarle reser-
vada o, lo que es igual, vedada a cualesquiera otras normas, presta a su
posicidn en el ordenamiento en su conjunto una vis especifica, no obs-
tante su condicién formal de ley ordinaria.»

Dejamos aparte el problema de la relacién de la Ley 7/85 con otras leyes
estatales que, dada la identidad de rango, sélo podria implicar la prevalencia
de aquélla si la jurisdiccién constitucional apreciara en la legislacién posterior
una violacién de la «garantia institucional». No parece tener, respecto a la
legislacién estatal, otro plusvalor que el de ser un punto de referencia para
la correcta aplicacién de las normas constitucionales respecto a la autonomia
local.

Respecto a la legislacién autondmica su cardcter bésico determina el des-
plazamiento en las materias que regula, del ordenamiento autonémico. Pero no
es tal efecto obvio el que queremos destacar, sino la fundamentacién del ca-
ricter bdsico de la ley en su cardcter de norma de desarrollo de la «garantia
institucional».

La ley de bases, ademds de realizar una aplicacién de la «garantia institu-

24, Vid. en este sentido T. Font en E. Aja y otros: «El sistema juridico de las Comu-
nidades Auténomass, Madrid, 1985, p. 135. Vid, también S. Muroz Machado, «Derecho Py
blico de las Comunidades Auténomas», vol. II, Madrid, 15984, p. 190.
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cional» como criterio de atribucién de competencias, parte de otro-postulado
tedrico, también de origen germénico y también introducido en nuestra doc-
trina por Parejo: la inexistencia del régimen local como materia.® De acuerdo
con dicho criterio el régimen local se reduce sélo a lo organizativo entendido
como lo relativo a la estructura, organizacién y funcionamiento de los entes
locales y a las relaciones interadministrativas, pero se considera a lo otganiza-
tivo una funcién reflexiva inherente a cualquier instancia administrativa y no
constitutiva por tanto de una materia. Los demds aspectos locales son suscep-
tibles de encuadramiento en los distintos sectores materiales atribuidos al Es-
tado o a los poderes auténomos, sin que modifique esta subsuncién el cardcter
local de los mismos.

En el sistema federal alemén no se pone en duda la competencia exclusiva
de los Lander en materia organizativa. En nuestro ordenamiento el articulo
149.1.18 permite una interpretacién que incluye entre las materias susceptibles
de ser reguladas por las normas bdsicas del Estado aspectos organizativos; y,
como ya hemos visto, la «garantfa institucional» entendida como fundamento
de la competencia estatal ha llevado a la adopcién de un criterio extensivo en
la interpretacién de las potestades organizativas del Estado.

La conjuncién de los dos postulados tedricos a que nos hemos referido
potencia ¢l efecto de ambos en orden 2 la disminucién de competencias de las
Comunidades Auténomas respecto al régimen local. Si, por una parte, es el
ritular del sector material correspondiente quien debe regular las competencias
locales en el mismo, por otra, el «garantizador» de la autonomia es quien en
todo caso debe determinar el minimo de competencias locales. Asi se desprende
del articulo 2 de la Ley 7/85:

«1. Para la efectividad de la autonomia garantizada constitucio-
nalmente a las Entidades locales, la legislacién del Estado y la de las
Comunidades Auténomas, reguladora de los distintos sectores de accién
ptblica, segiin la distribucién constitucional de competencias, deberd
asegurar a los Municipios, las Provincias y las islas su derecho a inter-
venir en cuantos aspectos afecten directamente al circulo de sus inte-
reses, atribuyéndoles las competencias que proceda en atencién a las
caractetfsticas de la actividad publica de que se trate y a la capacidad de
gestién de la Entidad local, de conformidad con los principios de descen-
tralizacién y de méxima proximidad de la gestién administrativa a los
ciudadanos.

»2. Las leyes bésicas del Estado previstas constitucionalmente de-
berdn determinar las competencias que ellas mismas atribuyan o que,
en todo caso, deban corresponder a los Entes locales en la materia
que regulen.»

La «organizacién administrativa local» es una materia sélo para excep-
cionar la distribucién por sectores materiales y atribuir la competencia al

Estado.

25. Vid. «Garantia institucional...», cit,, pp. 95 y ss.
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Se olvida que mientras en el sistema federal alemadn no existe una atri-
bucién especifica de la materia «régimen local», no es éste el caso de nuestro
ordenamiento. En nuestro sistema constitucional, régimen local no es sélo un
titulo colocado en el frontispicio de una ley, sino un criterio material de re-
parto de competencias. Es obligado, por tanto, darle un significado desde esta
perspectiva.®

La propia jurisprudencia constitucional ha utilizado el «régimen local»
entendido come materia. En la letra f) del mimero 2 de los Antecedentes de
la sentencia de 5 de diciembre de 1984 se resumen los argumentos de la Abo-
gacia del Estado conducentes al debilitamiento de la materia de régimen local:

«La competencia del articulo 9.8 del Estatuto cataldn sobre mate-
rias de régimen.local tiene una naturaleza similar a su precepto matriz
de la Constitucién (articulo 149.1.18); se trata no de una competencia
sobre un sector o dmbito normativo {puesto que la legislacién de régi-
men local llega a comprender una pluralidad de éstos), sino de una com-
petencia otganizativa e instrumental de desarrollo de unas bases que
debe atacar en su ejercicio las competencias “materiales” distribuidas en
la Constitucién.»

El Tribunal Constitucional no acepta este razonamiento y en el Funda-
mento juridico tercero de la misma sentencia sienta la doctrina del cardcter de
«materia» del régimen local en los siguientes términos:

«En principio, la competencia a que se refiere la norma citada podr4
encuadrarse tanto en la «materia» de «régimen local» como en la de «or-
den piblico», pero en cualquier caso, dada la naturaleza de la norma, la
delimitacién de la titularidad de la competencia controvertida obliga a
examinar, con carécter previo, el alcance de la tutela del Estado o de las
Comunidades Auténomas sobre Jos entes locales.»

Y acaba concluyendo en el dltimo Fundamento que el titulo competen-
cial habilitante es en el caso en cuestidn precisamente el de «régimen local»:

«De aqui que el titulo competencial que ha de servir de basc pata
el ejercicio de la facultad prevista en el mencionado precepto sea el rela-
tivo al “régimen local” y, por lo tanto, la competencia controvertida haya
de considerarse incluida dentro de las asumidas por la Generalidad de
Catalufia en virtud del articulo 9.8 de su Estatuto de Autonomia.»

Ya en la Sentencia de 2 de febreto de 1982 el Tribunal Constitucional
se pronunciaba en parecidos términos:

«Las consideraciones anteriores sobre el concepto constitucional de
autonomia y los limites de los controles no se ven afectadas por el hecho
de que se haya producido la transferencia de determinadas competencias
en relacién con la matetia que aqui interesa “interior” o “administracién

26. Vid. T, Font, loc. cit.
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local” si los diversos Entes preautonémicos y Comunidades Auté-
nomas. ..»

Y también en la de 7 de abril de 1983:

«No puede acogerse la alegacién del Abogado del Estado en el sen-
tido de que la mencién global del *régimen local” que se hace en el articu-
lo 10.4 del Estatuto de Autonomia del Pais Vasco no comprende a los
Cuerpos nacionales de Funcionarios de Administracién Local...»

Cualquiera que sea su contenido y naturaleza el régimen local es en nues-
tro ordenamiento una materia, a efectos del reparto de competencias entre Es-
tado y Comunidades Auténomas. Como se desprende de la simple lectura del
149.1 de la Constitucién, lo que a efectos de criterio de atribucién de com-
petencias se entiende como materia no responde a un Gnico concepto: puede
tratarse de un sector del Derecho, de una actividad material, de una funcién
juridica. ..

Es notoriamente mas dificil precisar el contenido del «régimen local».
Pero para determinar su alcance no hay otro método que el seguido en las
sentencias citadas del Tribunal Constitucional: determinar el criterio prevalen-
te entre los genéricamente aplicables al caso. De todas formas, si el régimen
local es algo, es necesariamente organizacién local. De ahf que en el caso de la
organizacién parece debiera prevalecer el criterio «régimen local» sobre el sec-
tor material correspondiente.

La regulacién del contenido de la potestad por el legislador titular del
sector material correspondiente no implica la atribucién concreta a un ente y
6rgano determinado. En la doctrina alemana se distinguié entre poder orga-
nizador material y distribucién de competencias, considerando que sélo esto
tltimo correspondia a la Federacién y no en cambio la atribucidn a un ente y
4rgano determinado.”

En nuestro Derecho el articulo 149.1.18 de la Constitucién en la interpre-
tacién que le ha dado el Tribunal Constitucional permite que determinadas
competencias organizativas sean consideradas bésicas. De ello se sigue que en
ocasiones el Estado puede ser titular a la vez del sector material y de la com-
petencia de organizacién. Pero exceptuados estos casos la atribucién de la
competencia debiera corresponder a la Comunidad Auténoma si ostenta el mi-
ximo de competencias en materia de «régimen local».

El articulo 2 de Ia Ley 7/1985 atribuye la potestad de asignacién de
competencias a quien tiene la de regulacién del sector material y en el caso de
desdoblamiento entre bases y legislacién de desarrollo determina que sea la
legislacién bisica del Estado la que atribuya las competencias o prevea las que,
en todo caso, deban corresponder a los entes locales en la materia que regulen.
Asi se determina que cualquier titulo competencial por otra materia distinta
de la de «régimen local» prevalece siempre y en todo caso sobre ésta, y que
la asignacién de competencias serd siempre, o por regla general, bésica.

El otorgamiento de los poderes organizativos al legislador de las bases

27. Vid. Martin Mateo: «E! Municipio y el Estado...», cit.,, p. 134.
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no parece coherente con el disefio constitucional. La atribucién al Estado de
competencias a quien tiene Ja de regulacién del sector material y en el caso
de desdoblamiento entre bases y legislacién de desarrollo determina que sea la
legislacién bésica del Estado la que atribuya las competencias o prevea las que,
competencias bdsicas en determinadas materias estd hecha con el objetivo
de unificar una determinada regulacién material y no los aspectos organizativos,
pues, incluso en los casos en que a las Comunidades Auténomas les correspon-
den meras competencias ejecutivas, pueden proceder a la organizacién de sus
setrvicios para el ejercicio de dichas competencias. Parece légico que la compe-
tencia organizatoria correspondiera también al legislador no bdsico en los casos
de atribucién de potestades a los entes locales.®

Dos precisiones deben hacerse atn. Es la primera la constatacién de que
€n muy pocos sectores materiales dejard de haber una legislacién bésica esta-
tal,” con lo que pricticamente desaparece la facultad de atribucién de com-
petencias a los entes locales por la legislacién autonémica.

En segundo lugar debe destacarse que la Ley 7/85 realiza una lectura de
las competencias estatales y autonémicas en clave de los intereses respectivos
de acuerdo con los articulos 148.1 y 149.1, con notorio olvido del 149.3. Dice
en su Predmbulo:

«Qué cosa sea el interés respectivo no ha sido desarrollado por 1a
Constitucién, aunque si ha determinado los asuntos de interés de Ja Co-
munidad Auténoma (art. 148.1) y del Estado (149.1). Con esos elemen-
tos y con los datos que se desprenden de la realidad misma de las cosas,
es posible construir las instituciones locales manteniéndolas en el lugar
que debe corresponderles en un Estado complejo como el actual; y a las
Cortes Generales compete enriquecer y concretar el disefio bdsico de
las Entidades locales como una de las piezas de la organizacién territorial
del Estado.» ®

Con este enfoque se produce una clara prevalencia de! Estado en el cardc-
ter «bifronte» que la jurisdiccién constitucional habia atribuido a la Adminis-
tracién local*’ Y con ello un notable alejamiento del modelo aleman. Pues en el
sistema federal alemdn la concepcidn tradicional y mayoritaria excluye de las
competencias de la Federacién la regulacién de los aspectos organizativos de la
Administracién local y, aun cuando indirectamente pueda producirse una cier-

28. En este sentido, Mufioz Machado: «Respecto de lo dltimo que acabo de expresar,
hay que tener en cuenta también gue el grueso de las tareas de ejecucidn estd encomendsdo en
nuestro sistema a las Comunidades Auténomas y que son competencias ejecutivas o de gestién
las que se asignardn bdsicamente al autogobierno local, per io que es claro que serdn las
Comunidades Auténomas Jas que tendrdn que concretar el alcance de las competencias locales,
enunciadas en términos generales por ¢l legislador estatals, Op. cit., p. 198,

29. Cfr. R, Martin Mateo: «La autonomia olcal y el sistema normativo espafiols, en
R.AP., nim. 94, 1981, p. 77.

30. Vid. L. Parejo: «La prevalencia del derecho estatal sobre ¢l regional. El articulo 149.3
de la Censtituciéns, Madrid, 1981, pp. 83-87.

3. 8.J.C. 8/1982, de 23 de diciembre,
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ta incidencia federal, seria inconcebible un predominio del Bund sobre Jos
Linder en la materia.”

De esta sucrte la variedad que parece implicita en la existencia de un
Estado compuesto queda muy diluida en el caso espafiol. La intervencién de
los diversos legisladores autonémicos supondrd necesariamente elementos dife-
renciales en la regulacion de las entidales locales, pero, como veremos, el
marco uniforme previsto es de extraordinaria amplitud.

V. LA ORGANIZACION MUNICIPAL

El estudio de la organizacién municipal nos revela que es el legislador
estatal quien ha regulado la estructura orgénica de los municipios y a la vez
que dicha estructura es, con pocas excepciones, inica para todas las colectivi-
dades municipales.

Hay que tener en cuenta, en primer lugar, que los municipios han de
tener una base democritica por exigencia constitucional. No cabe en ellos el
parangén con la Administracién del Estado o la de las Comunidades Autdno-
mas, que tienen su fundamento democrtico en la relacién fiduciaria Gobierno-
Asamblea legislativa. En los municipios el carcter democritico se basa en la
eleccién directa de fos miembros de la Corporacién. Hay, por tanto, una exi-
gencia de regulacion legal de Jas elecciones locales. Esta ley, segtin la interpre-
tacién del Tribunal Constitucional en la Sentencia 38/1983, de 20 de mayo,
ha de ser una ley del Estado, por cuanto entiende que la reserva al Estado
del «régimen electoral general» incluye las normas clectorales vélidas para la
generalidad de las instituciones representativas del Estado y de las entidades
territoriales en que se organiza, salvo las excepciones establecidas en la Cons-
titucién o en los Estatutos.

De nada servira la regulacién del proceso electoral si no estuviera garan-
tizado que los representantes electos constituirdn la instancia decisiva en el
ejercicio de las potestades municipales. La legislacién vigente adopta la férmu-
la mds rigida para lograrlo: reservar todas las competencias decisorias a drga-
nos constituidos por miembros electos.

En efecto, aunque la ley reguladora de las bases del régimen local deter-
mina sélo los érganos necesarios de los Ayuntamientos, permitiendo que jun-
to a éstos pueda existir otros rganos complementarios, reparte las compe-
tencias entre los érganos necesarios sin més excepcién que la del articulo 24 en
favor de lo Srganos territoriales de gestion desconcentrada.

La Ley establece como 6rganos necesarios en todos los Ayuntamientos: el
Alcalde, los Tenientes de Alcalde, el Pleno y la Comisién Especial de Cuentas.
Es también de existencia necesaria en las Municipios de poblacién de derecho
superior a 5.000 habitantes la comisién de Gobierno.

Los articulos 21, 22 y 23 determinan las competencias del Alcalde, del
Pleno y de la Comisién de Gobierno, respectivamente. De dicho reparto y

32, Cfr. R. Martin Mateo: «El Municipic y el Estado...», cit, p. 35; Mufioz Machado,
op. cit., p. 192.
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del hecho de que la Comisién de Gobierno esté formada por concejales nombra-
dos y separados libremente por el Alcalde se deriva un fuerte caricter presiden-
cialista en la organizacién municipal. Recuérdese que la Comisién Permanente,
antecedente inmediato de la actual Comisién de Gobierno, tenfa una compo-
sicién que reflejaba proporcionalmente la del Pleno. Tiene también esta compo-
sicién proporcional la Comisidon Especial de Cuentas, a la que el articulo 116
confiere la misién de examinar las cuentas anuales antes de su sometimiento
al Pleno.

Especialmente relevante para nuestro razonamiento es el apartado m)
del nimero 1 del articulo 21, que atribuye al Alcalde aquellas competencias
que la legislacién del Estado o de las Comunidades Auténomas asignen al Mu-
nicipio y no atribuyan a otros 6rganos municipales. Dicha disposicién, aparte
de reforzar la posicién preeminente del Alcalde” es una auténtica cldusula
residual de cierre. No sélo las competencias municipales de caricter medial o
reflexivo vienen atribuidas a los érganos necesarios por la Ley de Bases, sino
que la futura legislacién sectorial atribuird la competencia a un érgano deter-
minado o deberd entenderse atribuida al Alcalde.

Desde esta perspectiva debe contemplarse el papel de los érganos com-
plementarios. Dichos érganos serdn fruto de la potestad autoorganizativa del
Municipio. Pero como las competencias las otorgan las leyes o se entienden
otorgadas al Alcalde a falta de previsién legal, resulta de ello que dichos érga-
nos dificilmente gozardn de competencias «ad extra». Parece que ésta es la
intencién del legislador de las bases. Al regular los Srganos necesarios en el
articulo 20 no menciona la Comisidn especial de Cuentas, cuyo cardcter nece-
sario se deduce del articulo 116. Tampoco se alude en la regulacién de la
organizacién a las funciones publicas necesarias, contempladas en el articu-
lo 92, que reserva a los funcionarios con habilitacién de cardcter nacional: «a)
La de Secretaria, comprensiva de la fe puiblica y el asesoramiento legal precep-
tivo. &) El control y la fiscalizacién interna de la gestién econémico-financiera
y presupuestaria y la contabilidad, tesoreria y recaudacién». Parece, por tanto,
que las competencias que implican resoluciones con efectos externos se reser-
van a los érganos del articulo 20.

Ciertamente el legislador sectorial podria encomendar competencias a 6r-
ganos distintos. Pero ello es dificil, porque como tal titular del sector material
este legislador no puede invadir las potestades autoorganizativas del municipio
y crear nuevos érganos mds alld de los necesarios. Y siendo ello asi, y no exis-
tiendo los mismos érganos complementarios en todos los Ayuntamientos, sélo
por remisién al Reglamento Orgdnico o a la decisién municipal podria esta
legislacién sectorial otorgar competencias a los érganos no necesarios. Aun asi,
tal procedimiento de atribucién setia dudosamente compatible con el citado
precepto del apartado m) del nimero 1 del articulo 21.

Sin ser concluyente al respecto, refuerza la linea de razonamiento que se
sigue el que el articulo 20.3 se refiere a érganos complementarios de estudio,
informe y consulta, aunque no excluye la existencia de étganos complemen-
tarios que no tengan tales funciones.

33. Vid. P. Garcfa-Escudero y Benigno Pendds: «El nuevo régimen local espafiols, Bar-
celona, 1985, p. 223,
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Como en la mayoria de las veces el legislador sectorial coincidird con el
legislador de las bases, y como éstas no tienen un rango legislativo distinto,
puede suceder que con motivo de la configuracién de una potestad municipal
en una materia determinada con caricter de norma bidsica se cree un nuevo
érgano municipal. Pero ello es una obvia expresién de la regla que establece
que las normas son derogadas por las posteriores de igual rango. En el sistema
establecido en la Ley 7/85, sin proceder a la derogacién del mismo, los 6rga-
nos complementarios muy problemdticamente pueden convertirse en titulares
de competencias «ad extra».

Debe observarse que no es sélo la titularidad formal de las competencias
lo que précticamente se impide, sino también su ejercicio por delegacién entre
Stganos. Los supuestos de delegacién interorgdnica estdn también previstos en
la ley de bases. El Pleno y el Alcalde pueden delegar determinadas competen-
cias en la comisién de Gobierno. El Alcalde puede delegar el ejercicio de detet-
minadas atribuciones en los miembros de la Comisién de Gobierno o los Te-
nientes de Alcalde y delegar para cometidos especificos en favor de cualquiera
de los Concejales miembros de la Corporacién. Con ello se amplia eventual-
mente el nimero de érganos ejercientes de auténticas competencias. Pero tam-
bién éstos tienen como titulares a miembros electos. Son los concejales indivi-
dualmente considerados los que eventualmente y por delegacién se suman a los
6rganos necesarios en el ejercicio de competencias.

Como ya hemos dicho, el articulo 24 establece una excepcién en favor de
los érganos territoriales de gestién desconcentrada. Estos Srganos podrdn ser
creados libremente por los municipios con la organizacién, funciones y com-
petencias que cada Ayuntamiento les confiera. En este caso no necesariamente
todos los titulares del rgano serdn Concejales electos, pero indudablemente el
rgano tendrd un cierto cardcter representativo. Nétese que el articulo 24 sélo
es aplicable a los érganos que expresan una participacién territorial y no a
los que son fruto de la participacién sectorial. Para estos tltimos no hay una
posibilidad similar de atribuirles competencias. Més atin, el articulo 69.2 dis-
pone que la participacién no podrd en ningin caso menoscabar las facultades
de decisién qué corresponden a los érganos representativos regulados por la ley.

Mayores posibilidades ofrece la delegacién intersubjetiva. El cardcter pre-
ferentemente voluntario que se le otorga y la posibilidad de condicionarla por
parte de la Administracién delegante, asf como dirigir y controlar los servicios
delegados y emanar instrucciones técnicas de cardcter general, permiten una
incidencia indirecta de la misma en la organizacién municipal. El Estado y la
Comunidad Auténoma podrian por la via de la delegacién intersubjetiva otor-
gar el ejercicio de competencias a los érganos complementarios y aun estimular
su creacién. Tal interpretacién viene afirmada por la comparacién de las cita-
das facultades de la Administracién delegante con el supuesto de integracién
de competencias en un procedimiento interadministrativo. En este dltimo caso
el articulo 62 dispone que nunca podré afectarse la potestad de autoorgani-
zacioén de los servicios que corresponde a la entidad local. Una afirmacién tan
tajante no la encontramos en el articulo 27, que regula la delegacién intersub-
jetiva. En la delegacién, aunque sea indirectamente, hay una incidencia en los
términos resefiados.

—A
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En resumen, conviene destacar que Ja organizacién municipal estd unifor-
memente regulada por la legislacién bésica en lo referente a los érganos nece-
sarios, que los érganos complementarios son dejados a la autoorganizacién
municipal, pero que la atribucién de competencias a los mismos debe realizarla
la legislacién y parece que se verdn reducidos a intervenciones procedimentales
que no impliquen la competencia de dictar resoluciones. _

En este planteamiento hay un primer dato que sorprende: la préctica eli-
minacién de las Comunidades Auténomas en lo referente a la organizacién. El
papel de las Comunidades Auténomas queda reducido a la posibilidad de re-
gular los érganos complementarios con cardcter supletorio respecto a lo dis-
puesto en el Reglamento orgdnico municipal. A ello debe afiadirse la posibili-
dad de completar la regulacién de los 6rganos necesarios. El Real Decreto Le-
gislativo 781/1986, de 18 de abril, que aprueba el texto refundido de las
disposiciones legales vigentes en materia de régimen local, no sélo afiade al-
guin nuevo precepto basico a la regulacién de los drganos necesarios, sino que
también establece normas respecto a ellos que no tienen el caricter de bdsicas.
De ello se deduce que el legislador autonémico competente podrd modificar
estas normas no bdsicas. Los dérganos necesarios en el pequefisimo espacio
que pueda quedar no regulado por la legislacién bdsica quedan a la disposi-
cidn del legislador autondmico.

En cualquier caso, dada la amplitud de la regulacién por la normativa ba-
sica de los drganos necesarios, sélo en los complementarios cabfa una interven-
cién relevante de las Comunidades Auténomas. Como ya hemos visto, esta
intervencién ha quedado eliminada por Ia Ley 7/1985.

Dos observaciones deben hacerse sobre el cardcter supletorio de la legis-
lacién autondmica reguladora de los Grganos complementarios. Es la primera
que tal solucién sélo es explicable técnicamente como relacién entre ordena-
mientos, considerando como tal el local. Es obvio que por razén de rango no
puede prevalecer el Reglamento municipal, La explicacién tampoco viene dada
por el reparto competencial normativo entre Estado y Comunidades Auténo-
mas. El Reglamento orgdnico municipal no puede tener nunca el caricter de
norma bdsica del Estado, porque no es norma estatal y le falta ademds la
uniformidad que justifica la existencia de las normas bdsicas. Lo que sucede es
que la norma bisica estatal ha fijado los limites entre ordenamiento local y
ordenamiento autondmico y asi se hace posible la prevalencia del reglamento
sobre la ley, al tratarse de distintos ordenamientos. La explicacién es en base
al principio de competencia, pero referido al reparto de ésta entre ordenamien-
to autondémico y ordenamiento local.

La segunda observacién es que tal explicacién técnica no basta para justifi-
car la casi absoluta eliminacién de las Comunidades Auténomas en materia de
organizacién municipal. Ya hemos dicho que la materia «régimen local», que
algunas Comunidades Auténomas tienen atribuida como de su compertencia
exclusiva, es en primer lugar organizacién administrativa local, Por més que al
Estado correspondan las bases en esta materia debe dejar un espacio al legisla-
dor autonémico. Dicho espacio pricticamente desaparece y ello hace que la
solucién adoptada sea de dudosa constitucionalidad.

Aun cuando en la materia de érganos complementarios las restricciones
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a la competencia autonémica favorezcan la competencia municipal, no puede
decirse que la Ley 7/1985 haya dado posibilidades muy amplias a la autoorga-
nizacién municipal. El uniformismo tradicional de nuestro régimen local no se
ve cambiado por las posibilidades de regulacion de los érganos complemen-
tarios en los términos ya vistos. Se ha de sefialar ademéds que desaparece el
régimen de carta que con poco éxito preveia la anterior legislacién de régimen
local ® Y si bien el Reglamento orgdnico no necesita de posteriores aproba-
ciones extramunicipales y se extiende a la totalidad de los Ayuntamientos sus
posibilidades son mucho menores que las de las fracasadas cartas municipales.

El Reglamento orgénico ofrece sin duda algunas posibilidades a los Ayun-
tamientos. Los érganos complementarios pueden jugar un papel mds tmpor-
tante del que se desprende de la asignacién a los mismos de titularidades com-
petenciales. Su tarea de preparacién o estudio puede determinar el contenido
de la resolucién con independencia de la imputacién formal de la misma. La
intervencién procedimental de los 6rganos complementarios tendrd siempre
una cierta repercusion externa, ya que cualquier irregularidad serd como mini-
mo sintoma de un vicio del acto administrativo en que han intervenido.

Se ofrece por tanto a los Municipios opciones diversas. Pueden primar Ja
colegialidad o la departamentalizacién. La ley, con la nueva composicién de
la Comisién de Gobierno y las posibilidades de delegacién del Alcalde en sus
miembros, estd abriendo la puerta a la reproduccién a escala municipal del mo-
delo de la Administracién estatal dividida en departamentos ministeriales, a
diferencia de la tradicional colegialidad de gobierno local. La posible extensién
de la Comisién de Gobierno por decisién del propio Municipio a los de me-
nos de 5.000 habitantes juega también en este sentido. La Ley de bases, sin
embargo, exige también la participacién de todos los grupos politicos en los
6érganos consultivos que se ocupen de asuntos que deban ser sometidos al
Pleno. Puede por tanto modularse por el propio municipio el grado de depar-
tamentalizacién o colegialidad.

Otra opcién importante que se ofrece a los Ayuntamientos es la de de-
terminar el grado de tecnificacién o politicidad en la composicién de los érga-
nos que creen. Pueden primar el criterio participativo o el técnico y en este
ultimo caso los técnicos pueden ser funcionarios municipales o personal even-
tual, que a pesar de su cardcter técnico tiene una especial significacién politica.
La organizacién de los servicios influird en el grado de influencia de los técni-
cos sobre los miembros de la Corporacién. La relacién entre si de los 6rganos
técnicos es también importante, sobre todo, si tienen cardcter de gestién: el
peso de los mismos aumentaria si los técnicos encargados de cada sector depen-
den de un Administrador Gnico o gerente bajo la inmediata dependencia del
Alcalde ™ El peso de los Grganos téenicos tiene distinta consideracién segiin

34. Ast lo destaca L. Coscullucla: «Organizacién y régimen juridico de las cntidades
locales. La funcién publica local», en «Organizacién territorial...», cit,, vol. I, p. 145 Vid
también P. Garcia-Escudero y B. Pendés, op. cit., p. 233. Para F. Lliset, en cambio, el Regla.
mento orgdnico sustituye con ventaja al régimen de carta, vid. «Manual de derecho local»,
Madrid, 1985, pp. 280 y s. (existe edicién catalana publicada por la Escola d’Administracié
Piblica de Catalunya, Barcelona, 1986).

35. Asi lo propone Lliset, op. cit., p. 279.
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se trate de personal eventual o de funcionarios de carrera. Hay que observar
que en la Administracién municipal no existen, como sucede en la Adminis-
tracién estatal, altos cargos con un régimen jurfdico distinto del personal even-
tual.

La utilizacién que hagan los Ayuntamientos del sistema de delegaciones
regulado por la ley tendré también importancia en la determinacién del real
peso especifico de los distintos elementos de su organizacién.

VI. ORGANIZACION Y REGIMENES ESPECIALES

Sélo en un caso la organizacién municipal puede apartarse del modelo di-
sefiado por la ley de bases en cuanto a existencia de 6rganos necesarios, atri-
bucién legal de competencias y juego institucional. Es el supuesto del Concejo
abierto. En el régimen del Concejo abierto, el gobierno y la administracién
municipales corresponden a un Alcalde y una Asamblea vecinal de la que
forman parte todos los electores y en su funcionamiento priman los usos,
costumbres y tradiciones locales.

Funcionan en régimen de Concejo abierto, los municipios de menos de
100 habitantes, los que tradicionalmente hayan tenido esta organizacién y tam-
bién los que lo pidan siempre que haya peticién de la mayoria de los vecinos,
decisién favorable por mayoria de dos tercios de los miembros del Ayunta-
miento y aprobacién de la Comunidad Auténoma.

El Concejo abierto se aparta notablemente del sistema organizativo mu-
nicipal general. La diferencia de usos y costumbres de un municipio a otro
implica también una gran variedad. Pero la cantidad de poblacién afectada
por este régimen es insignificante.

Los demds regimenes especiales contemplados por la ley bdsica no supo-
nen una excepcién a la organizacién establecida con cardcter general, aunque
se encuentran regulados en el mismo capitulo que el Concejo abierto. El Con-
cejo abierto tiene una base constitucional, El articulo 29, que lo regula, es ine-
quivoco en cuanto a su incompatibilidad con el sistema general de organiza-
cién. En cambio el articulo 30, que se ocupa de los demds regimenes especia-
les, encomienda su regulacién a la legislacién de las Comunidades Auténomas
«en €l marco de lo establecido en esta Ley». Lo que significa que no se podrd
proceder a la derogacién de la organizacién prevista en la legislacién bdsica.

No escapan tampoco a la regulacién general los municipios de Madrid y
Barcelona, que, de acuerdo con lo establecido en la Disposicién adicional sexta,
continuardn con su régimen especial sélo en cuanto no «se oponga, contradiga
o resulte incompatible con la presente Ley». Si bien, en el caso de Madrid, la
Ley orgdnica prevista en el Estatuto de Madrid podrd realizar las innovacio-
nes que estime convenientes.

VII. NIVELES DE COMPETENCIAS Y REGIMENES ESPECIALES

En los niveles competenciales de cada municipio hay también una ten.
dencia a la uniformidad, pero ésta no se da de manera total. Es evidente que
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una discriminacién arbitraria serfa inconstitucional. EI articulo 9 de la ley de
bases dispone:

«Las normas de desarrollo de esta Ley que afecten a los Municipios,
Provincias, islas u otras Entidades locales territoriales no podrén limitar
su 4mbito de aplicacién a una o varias de dichas entidades con cardcter
singular, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley para los regimenes
municipales o provinciales especiales.»

A pesar de la diccidn literal de la norma, el otorgamiento de competencias
por la legislacién sectorial puede diversificar a los municipios por razones ob-
jetivas. Ya el articulo 26 al establecer los servicios minimos distingue diver-
sos grupos de municipios seglin su poblacién. Las variaciones no pueden ba-
sarse en discriminaciones arbitrarias pero si en circunstancias objetivas que
hacen abstraccién de los municipios singulares a que pueden afectar.

La diversidad vendrid dada también por las delegaciones, aunque tam-
bién aqui rige la interdiccién de la arbitrariedad, dada la necesaria aceptacion
en muchos casos y las posibilidades de revocacién.

Asimismo, hay que tener en cuenta las posibilidades de dispensa en la
prestacién de servicios minimos.

Pero el caso mds evidente de diversidad en la asignacién de competencias
es el de los regimenes especiales. Ya hemos visto que éstas no suponen alte-
racién de la organizacién «stricto sensu». Deberdn suponer entonces una espe-
cificidad en la atribucién de competencias y de recursos para ejercerlas.

El articulo 30 dispone que los regimenes especiales serdn regulados pos
leyes de las Comunidades Auténomas. De ahi se deriva una dificultad: las
competencias y los recursos serdn en muchos casos de titularidad estatal y no
estardn disponibles para el legislador autonémico.

La configuracién del nivel competencial de los municipios —uniforme o
especifico— vendrd dada por la legislacién sectorial. La previsién del articu:
lo 30 es una variedad semdntica de la posibilidad de atribucién escalonada de
competencias.

Las caracteristicas de los municipios susceptibles de régimen especial son
establecidas con gran vaguedad por la ley 7/85: «... Municipios pequefios o de
carfcter rural y para aquellos que retinan otras caracteristicas que lo hagan
aconsejable, como un cardcter histérico-artistico o el predominio en su tér-
mino de las actividades turisticas, industriales, mineras u otras semejantes».
Esto permite el establecimiento de la tipologia por la ley autonémica. Poco
mis que establecer dicha tipologia podrdn hacer las leyes generales de régimen
local de las Comunidades Auténomas. Podrdn también establecer el procedi-
miento para la adopcién de los regimenes especiales. En €l no es legalmente
necesaria la voluntariedad del municipio afectado, aunque parece aconsejable,
pues una colectividad ha de decidir su propio futuro. Como hemos dicho,
quienes llenardn de contenido estos regimenes especiales serdn las leyes secto-
riales, con lo que queda muy relativizada la importancia de los mismos.

Entre los regimenes especiales, el articulo 30 no cita el de grandes ciu-
dades. Dada la amplitud de los términos del precepto, nc parece, sin embargo,
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que hubiera ninguna dificultad para la creacién de este tipo de municipio de
régimen especial por las Comunidades Auténomas. Madrid vendria regulado
por la Ley Orgénica ya mencionada.

En el caso de las grandes ciudades la modulacién de sus competencias
vendrd también y muy especialmente determinada por la existencia o no de
dreas metropolitanas. Para dichas dreas no se establece la limitacién que hay
para las comarcas de no poder asumir los servicios minimos municipales ni
ptivar a los municipios de toda intervencién en las materias que genéricamen-
te el articulo 25 enumere como de su competencia. La posibilidad, por tanto,
de variacién de la competencia municipal es muy grande. La creacién, modifi-
cacién o supresién de dreas metropolitanas corresponde a la legislacién auto-
némica, previa audiencia de la Administracién del Estado y de los Ayunta-
mientos y Diputaciones afectados.*

36. La Sentencia del Tribunal Constitucional 179/1985, de 19 de diciembre, ha consa-
grado la competencia autonémica en la marteria: «Esta competencia zutendmica no excluye, cier-
tamente, la competencia estatal para dictar normas bésicas sobre la materia, pero s{ la posibi-
lidad de que el Estado cree o mantenga en existencia, por decisién propia, unas entidades
locales de segundo grado que, como tales, sélo los érganos de las correspondientes Comunidades
Auténomas en Cataluiia y en el Pafs Vasco son competleites para crear O suprimire.






